
21) CASO VILLAGRÁN MORALES Y OTROS. GUATEMALA

Derecho a la vida, Derecho al reconocimiento de la personalidad
 jurídica, Derecho a la integridad personal, Derecho a la libertad
personal, Garantías judiciales, Protección judicial, Derechos
del niño, artículo 19, artículos 1o., 6o. y 8o. de la Convención
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura,
Obligación de respetar los derechos

Hechos de la demanda: los hechos ocurridos a partir de junio de 1990
debido, según la demanda, al secuestro, la tortura y el asesinato de Henry
Giovani Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto
Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes; el asesinato de Anstraum
Villagrán Morales; y la omisión de los mecanismos del Estado de tratar
dichas violaciones como correspondía y de brindar acceso a la justicia a
las familias de las víctimas. Como dos víctimas, Julio Roberto Caal San-
doval y Jovito Josué Juárez Cifuentes eran menores de edad cuando fue-
ron secuestrados, torturados y asesinados y Anstraum Villagrán Morales
era menor de edad cuando fue asesinado, la Comisión alegó que Guate-
mala también violó el artículo 19 (Derechos del Niño) de la Convención
Americana. En su demanda, la Comisión también invocó la violación de
los artículos 1o., 6o. y 8o. de la Convención Interamericana para Prevenir
y Sancionar la Tortura.

Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 15 de sep-
tiembre de 1994.

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 30 de enero de
1997.

A) ETAPA DE EXCEPCIONES PRELIMINARES 

CIDH, Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la Ca-
lle”), Excepciones preliminares. Sentencia de 19 de noviembre de 1999.
Serie C, núm. 32.

Artículos en análisis: 1.1 (Obligación de respetar los derechos), 4o.
(Derecho a la vida), 5o. (Derecho a la integridad personal), 7o. (Derecho a
la libertad personal), 8o. (Garantías judiciales), 19 (Derechos del niño) y
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25 (Protección judicial) de la Convención Americana; 1o., 6o. y 8o. de la
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

Composición de la Corte: Héctor Fix-Zamudio, presidente; Hernán
Salgado Pesantes, vicepresidente; Alejandro Montiel Argüello, Máximo
Pacheco Gómez, Oliver Jackman, Alirio Abreu Burelli, y Antônio A.
Cançado Trindade, presentes, además: Manuel E. Ventura Robles, secre-
tario y Víctor M. Rodríguez Rescia, secretario adjunto a.i.

Asuntos en discusión: Excepción de incompetencia de la Corte para
conocer en una “cuarta instancia”.

*

Excepción de incompetencia de la Corte para conocer
en una “cuarta instancia”, improcedencia

17. La única excepción preliminar hecha valer por Guatemala consiste,
esencialmente, en la falta de competencia de esta Corte para conocer en
una “cuarta instancia” de la sentencia dictada por la Corte Suprema de
ese país el 21 de julio de 1993, que confirmó el fallo del Juzgado Se-
gundo de Primera Instancia del Ramo Penal del Estado de Guatemala
de 26 de diciembre de 1991, mediante el cual se absolvió a los acusa-
dos de la muerte de las personas señaladas como víctimas por la Comi-
sión, con sentencia de último grado que adquirió la autoridad de cosa
juzgada.

18. Esta Corte considera que la demanda presentada por la Comisión
Interamericana no pretende la revisión del fallo de la Corte Suprema de
Guatemala sino que solicita que se declare que el Estado violó varios pre-
ceptos de la Convención Americana por la muerte de las citadas personas,
que atribuye a miembros de la policía de ese Estado y que por lo tanto
existe responsabilidad de éste.

19. Por lo tanto, y como lo afirma la Comisión al contestar el escrito
de excepciones preliminares, se trata de una cuestión que corresponde al
fondo de este asunto, y, por ello, la Corte considera que la excepción no
es preliminar sino más bien cuestión efectivamente vinculada al fondo de
la controversia.
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20. En consecuencia la Corte considera que debe desestimarse dicha
excepción preliminar por improcedente.

B) ETAPA DE FONDO

CIDH, Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la Ca-
lle”), Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C, núm. 63.

Voto concurrente conjunto de los jueces A. A. Cançado Trindade y A.
Abreu Burelli.

Artículos en análisis: 1O. (Obligación de respetar los derechos), 4o.
(Derecho a la vida), 5o. (Derecho a la integridad personal), 7o. (Dere-
cho a la libertad personal), 8o. (Garantías judiciales) y 25 (Protección
judicial) 19 (Derechos del niño); artículos 1o., 6o. y 8o. de la Conven-
ción Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

Composición de la Corte: Antônio A. Cançado Trindade, presidente;
Máximo Pacheco Gómez, vicepresidente; Hernán Salgado Pesantes, Oli-
ver Jackman, Alirio Abreu Burelli, Carlos Vicente de Roux Rengifo; pre-
sentes, además: Manuel E. Ventura Robles, secretario y Renzo Pomi, se-
cretario Adjunto.

Asuntos en discusión: Prueba: momento de ofrecimiento, admisión
tardía, causales (fuerza mayor, impedimento grave, hechos supervinien-
tes), improcedencia; valoración de la prueba: no controversión de los he-
chos, efectos: presunción de hechos verdaderos; distinción entre el pro-
ceso internacional por violación de derechos humanos y el proceso penal
interno; tipos de prueba: prueba indiciaria (informes policiales), reglas
de la sana crítica y la experiencia, prueba testimonial, valoración, testi-
gos presenciales, efectos; tortura, valoración de la prueba; derecho a la
libertad personal (artículo 7o.): prueba, detenciones ilegales, aspecto
material y formal, causas y condiciones; prontitud judicial, negación de
la detención, efectos; derecho a la vida (artículo 4o.): definición, enfoque
amplio: acceso a condiciones que garanticen existencia digna; jurispru-
dencia del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas; responsa-
bilidad internacional del Estado por actos de sus agentes; derecho a la
integridad personal (artículo 5o.): torturas físicas y psicológicas; Infor-
me de Amnistía Internacional, presunción de tortura durante el lapso de
la aprehensión arbitraria y la muerte, incomunicación, efectos, la ame-
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naza de tortura como tratamiento inhumano, los familiares como vícti-
mas de tratos inhumanos; Convención Interamericana para prevenir y
sancionar la tortura, competencia de la Corte Interamericana; derechos
del Niño (Artículo 19): definición de “niño”, práctica sistemática de
agresiones contra “niños de la calle”, efectos: doble violación, el corpus
juris internacional de protección de derechos del niño; las “medidas de
protección”; protección judicial y garantías judiciales (artículos 25 y 8o.):
responsabilidad internacional del Estado por acción u omisión de cuales-
quiera poderes u órganos, responsabilidad de los órganos judiciales,
examen de los procesos internos, el deber del Estado de investigar y san-
cionar (artículo 1.1); derecho a petición (artículo 8); recurso rápido y sen-
cillo (artículo 25).

*

Prueba: momento de ofrecimiento, admisión tardía,
causales (fuerza mayor, impedimento grave,
hechos supervinientes), improcedencia

63. El artículo 43 del Reglamento establece que

[l]as pruebas promovidas por las partes sólo serán admitidas si son señaladas
en la demanda y en su contestación y en su caso, en el escrito de excepciones
preliminares y en su contestación. Excepcionalmente la Corte podrá admitir
una prueba si alguna de las partes alegare fuerza mayor, un impedimento gra-
ve o hechos supervinientes en momento distinto a los antes señalados, siempre
que se garantice a la parte contraria el derecho de defensa.

Esta disposición otorga un carácter excepcional a la posibilidad de ad-
mitir medios de prueba en momento distinto de los señalados. La corres-
pondiente excepción se configura únicamente cuando la parte proponente
alegue fuerza mayor, impedimento grave o hechos supervinientes, lo cual
no ha ocurrido en el presente caso.

64. La Corte advierte, por lo demás, que los documentos presentados
por la Comisión en la audiencia pública ya habían sido agregados al ex-
pediente como anexos de la demanda (supra, párrafos 49 y 56) y ya for-
maban parte del acervo probatorio del caso, por lo que una segunda incor-
poración al mismo resulta redundante.
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Valoración de la prueba: no controversión de los hechos, efectos
 presunción de hechos verdaderos

68. Al respecto, la Corte considera, como ya lo ha hecho en otros ca-
sos, que cuando el Estado no contesta la demanda de manera específica,
se presumen como verdaderos los hechos sobre los cuales guardó silen-
cio, siempre que de las pruebas existentes se puedan inferir conclusiones
consistentes sobre los mismos.1 No obstante, la Corte procederá a exami-
nar y valorar el conjunto de los elementos que conforman el acervo pro-
batorio del caso.

Distinción entre el proceso internacional por violación
de derechos humanos y el proceso penal interno

75. Finalmente, la Corte ha sostenido que

[p]ara establecer que se ha producido una violación de los derechos consagra-
dos en la Convención, no se requiere determinar, como ocurre en el derecho
penal interno, la culpabilidad de sus autores o su intencionalidad y tampoco es
preciso identificar individualmente a los agentes a los cuales se atribuye los
hechos violatorios. Es suficiente la demostración de que ha habido apoyo o to-
lerancia del poder público en la infracción de los derechos reconocidos en la
Convención. Además, también se compromete la responsabilidad internacio-
nal del Estado cuando éste no realice las actividades necesarias, de acuerdo
con su derecho interno, para identificar y, en su caso, sancionar a los autores
de las propias violaciones.2 

Tipos de prueba: prueba indiciaria (informes policiales), reglas
de la sana crítica y la experiencia, prueba testimonial,
valoración, testigos de presenciales, efectos

69. La Corte fallará el presente caso basándose tanto en pruebas direc-
tas testimonial, pericial o documental, inter alia —como indirectas y,
dado que la ponderación y aprovechamiento de estas últimas ofrece com-
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plejidad, el Tribunal estima pertinente dejar sentados ciertos criterios so-
bre el particular. Al igual que los tribunales internos, la Corte también
puede fundamentar sus sentencias en pruebas indirectas como las pruebas
circunstanciales, los indicios y las presunciones— cuando son coherentes,
se confirman entre sí y permiten inferir conclusiones sólidas sobre los he-
chos que se examinan.3

70. En casos anteriores al presente, la Corte concedió valor indiciario o
circunstancial a los informes policiales previos a la investigación judicial,
porque éstos contenían interrogatorios, declaraciones, descripciones de
lugares y hechos y registro de los resultados de prácticas de ley como las
relativas al levantamiento de cadáveres de las víctimas, que permitían lle-
gar a formarse, en unión con elementos probatorios concurrentes, una
convicción bien fundada sobre los hechos.4

71. En el presente caso, la Corte considera que los informes policia-
les que constan en el expediente son útiles porque, aparte de los ele-
mentos mencionados en el párrafo anterior, incluyen reseñas de autopsias
y peritajes balísticos e informes que atribuyen responsabilidades, entre
otros, y porque, además, fueron presentados en la vía judicial interna y
debidamente reconocidos incluso ante esta Corte. Vistos en conjunto
con el resto de la prueba y de acuerdo con las reglas de la sana crítica y la
experiencia, posibilitan inferir conclusiones consistentes sobre los hechos.

72. A su vez, refiriéndose a la prueba testimonial, esta Corte ha dicho que

los criterios de valoración de la prueba ante un tribunal de derechos humanos
revisten características especiales, pues la determinación de la responsabilidad
internacional de un Estado por violación de derechos de la persona humana, per-
mite al Tribunal una mayor amplitud en la valoración de la prueba testimonial rendi-
da ante él sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas de la lógica y con
base en la experiencia.5
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3 Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C,
núm. 52, párrafo 62; en igual sentido Caso Paniagua Morales y otros. supra nota 2, pá-
rrafo 72; Caso Gangaram Panday. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C, núm. 16,
párrafo 49; Caso Fairén Garbi y Solís Corrales. Sentencia de 15 de marzo de 1989. Serie
C, núm. 6, párrafos 130-133; Caso Godínez Cruz, supra nota 7, párrafos 133-136 y Caso
Velásquez Rodríguez, supra nota 1, párrafos 127-130.

4 Cfr. Caso Paniagua Morales y otros, supra nota 2, párrafo 81.
5 Caso Castillo Páez. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C, núm. 34, párra-

fo 39 y Caso Loayza Tamayo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C, núm. 33,
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73. En particular, en cuanto a las declaraciones de los testigos no pre-
senciales, la Corte ha considerado pertinente apreciarlas en un sentido
amplio como fuentes de información del contexto general de los hechos
del correspondiente caso.6

Tortura, valoración de la prueba

74. Por lo que respecta específicamente a las pruebas de la tortura, la
Corte estima pertinente señalar que, en orden a establecer si se les ha co-
metido y cuáles son sus alcances, deben tenerse presentes todas las cir-
cunstancias del caso, como por ejemplo, la naturaleza y el contexto de las
agresiones de que se trata, la manera y método de ejecutarlas, su dura-
ción, sus efectos físicos y mentales y, en algunos casos, el sexo, la edad y
el estado de salud de las víctimas.7

Derecho a la libertad personal (artículo 7o.): prueba, detenciones
ilegales, aspecto material y formal, causas y condiciones,
prontitud judicial, negación de la detención, efectos

123. Con ocasión de la contestación de la demanda, el Estado no adu-
jo defensa alguna en relación con la violación del artículo 7 de la Con-
vención...

128. Existen, en el presente caso, evidencias numerosas y concurrentes de
que los secuestros de los cuatro jóvenes fueron perpetrados por agentes del
Estado y, más concretamente, por miembros de la Policía Nacional...

129. Las investigaciones de la propia Policía Nacional, efectuadas por
orden de los jueces internos, y que fueron aportadas a los respectivos pro-
cesos judiciales, arribaron a la conclusión de que la aprehensión de los
cuatro jóvenes había sido realizada por los dos agentes identificados por
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6 Cfr. Caso Blake. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C, núm. 36, párrafo 46.
7 Cfr. Eur. Court H. R., Costello-Roberts vs. the United Kingdom Judgment of 25

March 1993, Serie A, núm. 247-C, p. 59, 30; Eur. Court H. R., Case Soering vs. the Uni-
ted Kingdom, Judgment of 7 July 1989, Series A, núm. 161, p. 39, 100; Eur. Court H. R.,
Case Ireland vs. the United Kingdom, Judgment of 18 January 1978, Series A, núm. 25, p.
65, 162, y Eur. Court H. R., Case Tyrer vs. the United Kingdom, Judgment of 25 April
1978, Series A, núm. 26, pp. 14 y 15,  29 y 30.



los testigos. Esta conclusión no ha sido desvirtuada por el Estado, sino
más bien confirmada por él, pues al referirse al tema en la contestación de
demanda sostuvo que “la interacción de los distintos órganos estatales,
demuestr[a] perfectamente que el sistema jurídico realizó su función, a
través del principio del contradictorio [y que la] investigación de la Poli-
cía Nacional ... respaldó la acusación presentada por el Ministerio Público”.

130. La aludida conclusión se confirma con abundante información de
contexto disponible en documentos que forman parte del acervo probato-
rio (supra, párrafo 59.c) y que describen las actuaciones ilegítimas y vio-
lentas, de diversos tipos de agentes de seguridad del Estado, contra los
“niños de la calle”. Entre esas actuaciones se encuentran varias que se
asemejan muy estrechamente a las que constituyen los hechos del presen-
te caso.

131. Con referencia a las detenciones, la Corte ha dicho que

 el artículo 7 contiene como garantías específicas, descritas en sus incisos 2 y
3, la prohibición de detenciones o arrestos ilegales o arbitrarios, respectiva-
mente. Según el primero de tales supuestos normativos, nadie puede verse pri-
vado de la libertad sino por las causas, casos o circunstancias expresamente ti-
pificadas en la ley (aspecto material), pero, además, con estricta sujeción a los
procedimientos objetivamente definidos en la misma (aspecto formal). En el
segundo supuesto, se está en presencia de una condición según la cual nadie
puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que
—aún calificados de legales— puedan reputarse como incompatibles con el
respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas,
irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad.8

132. Es evidente que, en contravención con lo dispuesto en el artículo
7.2 de la Convención, los cuatro jóvenes fueron detenidos sin que se hu-
bieran configurado las causas y condiciones establecidas por la Constitu-
ción Política de Guatemala, en vigor desde el 14 de enero de 1986. Dicha
ley fundamental preveía, en el artículo 6, que sólo se podía privar de la li-
bertad a una persona “en virtud de orden librada con apego a la ley por
autoridad judicial competente” o por haber sido sorprendida in fraganti
en la comisión de un delito o falta. Ninguno de los dos extremos se pre-
sentó en este caso.
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133. Tampoco fueron “puestos a disposición de la autoridad judicial
competente en un plazo que no exced[iera] de seis horas”, como lo orde-
na el mencionado artículo 6 de la Constitución Política de Guatemala. A
mayor abundamiento, este artículo establece en forma expresa que los de-
tenidos “no podrán quedar sujetos a ninguna otra autoridad”. Comparan-
do los acontecimientos del caso con esa regulación procesal básica, se
hace evidente que ésta no fue atendida.

134. En consecuencia, puede concluirse que en la detención de los cua-
tro jóvenes no fue observado ni el aspecto material ni el aspecto formal
de los presupuestos legales de la detención.

135. La Corte Europea de Derechos Humanos (en adelante “Corte Eu-
ropea”) ha remarcado que el énfasis en la prontitud del control judicial de
las detenciones asume particular importancia para la prevención de deten-
ciones arbitrarias. La pronta intervención judicial es la que permitiría de-
tectar y prevenir amenazas contra la vida o serios malos tratos, que violan
garantías fundamentales también contenidas en el Convenio Europeo para
la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamenta-
les (en adelante “Convención Europea”)9 y en la Convención Americana.
Están en juego tanto la protección de la libertad física de los individuos
como la seguridad personal, en un contexto en el que la ausencia de ga-
rantías puede resultar en la subversión de la regla de derecho y en la pri-
vación a los detenidos de las formas mínimas de protección legal. En este
sentido, la Corte Europea destacó especialmente que la falta de reconoci-
miento de la detención de un individuo es una completa negación de esas
garantías y una más grave violación del artículo en cuestión.

Derecho a la vida (artículo 4o.): definición, enfoque amplio: acceso
a condiciones que garanticen existencia digna; jurisprudencia
del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas;
responsabilidad internacional del Estado
por actos de sus agentes

144. El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo
goce es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos hu-
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manos. De no ser respetado, todos los derechos carecen de sentido. En ra-
zón del carácter fundamental del derecho a la vida, no son admisibles en-
foques restrictivos del mismo. En esencia, el derecho fundamental a la vida
comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la
vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el acceso
a las condiciones que le garanticen una existencia digna. Los Estados tienen
la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran
para que no se produzcan violaciones de ese derecho básico y, en particular,
el deber de impedir que sus agentes atenten contra él.

145. Como bien ha establecido el Comité de Derechos Humanos, crea-
do por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Naciones
Unidas,

 [l]a protección contra la privación arbitraria de la vida, que es explícitamente
exigida por el tercer párrafo del artículo 6.1 [del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos] es de suprema importancia. El Comité considera que
los Estados parte deben tomar medidas no sólo para prevenir y castigar la pri-
vación de la vida [causada por] actos criminales sino también para prevenir
los homicidios arbitrarios [cometidos por] sus propias fuerzas de seguridad.
La privación de la vida por autoridades del Estado es una cuestión de suma
gravedad. En consecuencia, [el Estado] debe controlar y limitar estrictamente
las circunstancias en las cuales [una persona] puede ser privada de su vida por
tales autoridades.10

146. La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que revis-
te el presente caso por tratarse las víctimas de jóvenes, tres de ellos niños,
y por el hecho de que la conducta estatal no solamente viola la expresa
disposición del artículo 4o. de la Convención Americana, sino numerosos
instrumentos internacionales, ampliamente aceptados por la comunidad
internacional, que hacen recaer en el Estado el deber de adoptar medidas
especiales de protección y asistencia en favor de los niños bajo su juris-
dicción...

142. Existen en el presente caso evidencias numerosas y concurrentes
de que fueron agentes del Estado y, más concretamente, miembros de la
Policía Nacional, quienes dieron muerte a Henry Giovanni Contreras, Fe-
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derico Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto [Caal Sandoval], Jovi-
to Josué Juárez Cifuentes y Anstraum Aman Villagrán Morales.

143. Como consecuencia de haber sido perpetrados por agentes estata-
les, la Corte debe concluir, necesariamente, que los cinco homicidios son
imputables al Estado.11

Derecho a la integridad personal (artículo 5o.): torturas físicas
y psicológicas, Informe de Amnistía Internacional, presunción
de tortura durante el lapso de la aprehensión arbitraria
y la muerte, incomunicación, efectos, la amenaza
de tortura como tratamiento inhumano, los familiares
como víctimas de tratos inhumanos

157. Existen en el presente caso evidencias numerosas y concurrentes
de que la integridad personal de los cuatro jóvenes mencionados fue vul-
nerada y de que ellos fueron víctimas de graves maltratos y de torturas fí-
sicas y psicológicas por parte de agentes del Estado y, más concretamen-
te, por miembros de la Policía Nacional, antes de sufrir la muerte.

158. Los cuerpos de los jóvenes fueron encontrados sin vida con mar-
cas graves de violencia física que el Estado no ha podido explicar. Obran
en el expediente fotografías de las caras y los cuellos de los cadáveres de
los jóvenes. En esas fotografías son bien visibles diversas heridas, incluí-
das las que dejaron los proyectiles que les causaron la muerte, y otras
marcas de violencia física. Las cuatro autopsias mencionan la ubicación
aproximada de las heridas de bala y en dos casos hacen referencia a otras
lesiones evidentes en las fotografías, o localizadas en otras partes de los
cuerpos, atribuyéndolas genéricamente a “mordeduras de animales”. No
se precisa el tamaño de las heridas, su profundidad, el tipo de animal que
pudo haberlas producido, ni la circunstancia de si ocurrieron antes o des-
pués de las muertes. Sobre las heridas en los cuerpos de los otros dos jó-
venes no existe en las autopsias ningún tipo de explicación. 

159. En un informe de amnistía internacional incorporado al expedien-
te (supra, párrafo 59.c), que no fue objetado por el Estado, se señala que 

los cadáveres presentaban signos de tortura: se les habían cortado las orejas y
la lengua, y se les habían quemado o extraído los ojos. A Caal Sandoval, ade-
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más, parece que le habían echado algún líquido hirviendo sobre el pecho y la
barbilla. Según la oficina del procurador general, las mutilaciones de que ha-
bían sido objeto los cuatro se corresponden con el trato al que habitualmente
somete la policía a los que informan contra este cuerpo de seguridad. La muti-
lación de las orejas, los ojos y la lengua significa que la persona había oído,
visto o hablado sobre algo inconveniente.

160. Por su parte, uno de los peritos que intervino ante esta Corte (su-
pra, párrafo 66.a) remarcó que no se tomaron fotografías de cuerpo ente-
ro de ninguna de las cuatro víctimas. Sobre el daño en los ojos en todos
los casos, el perito afirmó, basándose en lo que alcanzaba a verse en las
fotografías, que era producto de los disparos recibidos en las cabezas; y
sobre la lengua de Federico Clemente Figueroa Túnchez, la única visible
en las fotografías, y eso que “un poco afuera del foco”, manifestó que no
podía aseverar que hubiera sido mutilada de manera alguna. El perito des-
tacó, en relación con dos cadáveres, que “ha[bía] heridas aquí que no se
[encontraban] en la necropsia y [...que estaban] claramente en la[s] foto-
gra[fías]”. De otro lado, señaló que no había rastros de que los jóvenes
hubiesen intentado defenderse.

162. Debe tenerse presente que los jóvenes fueron retenidos clandesti-
namente por sus captores entre 10 y 21 horas. Este lapso medió entre dos
circunstancias de extrema violencia: la aprehensión forzada y la muerte
por impactos de arma de fuego en estado de indefensión, que el Tribunal
ya ha declarado probadas... Es razonable inferir, aunque no mediaran
otras evidencias al respecto, que el trato que recibieron durante esas horas
fue agresivo en extremo.

163. Durante el tiempo de su retención los cuatro jóvenes permanecie-
ron aislados del mundo exterior y seguramente estaban conscientes de
que sus vidas corrían grave peligro. Es razonable inferir que durante esas
horas pasaron, por esa sola circunstancia, por una situación de extremo
sufrimiento psicológico y moral. 

164. ...en los eventos en los cuales la privación de la libertad es legítima

[u]na de las razones por las cuales la incomunicación es concebida como un
instrumento excepcional es por los graves efectos que tiene sobre el detenido.
En efecto, el aislamiento del mundo exterior produce en cualquier persona su-
frimientos morales y perturbaciones psíquicas, la coloca en una situación de
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particular vulnerabilidad y acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en
las cárceles.12

165. En sentido similar, la Corte Europea ha sostenido que la mera
amenaza de una conducta prohibida por el precepto de la Convención Eu-
ropea (artículo 3o.), correspondiente al artículo 5o. de la Convención
Americana, cuando sea suficientemente real e inminente, puede en sí
misma estar en conflicto con la norma de que se trata. En otras pala-
bras: crear una situación amenazadora o amenazar a un individuo con
torturarlo puede constituir, en algunas circunstancias, al menos, trata-
miento inhumano.13

166. Merece advertirse asimismo que, como ya lo ha dicho este Tribu-
nal, una persona ilegalmente detenida... se encuentra en una situación
agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se le
vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad física y a ser tra-
tada con dignidad.14

167. Por último, de los documentos y testimonios que obran en el acer-
vo probatorio resulta evidente, como ya se ha afirmado, que los hechos
de este caso se produjeron en un contexto de mucha violencia contra
los niños y jóvenes que vivían en las calles..., violencia que incluía,
como un componente muy frecuente, diversas formas de torturas y ma-
los tratos.15

169. La Corte estima que los malos tratos y torturas fueron practicados
por las mismas personas que secuestraron y dieron muerte a los jóvenes.
La Corte al haber establecido que los responsables de estas últimas con-
ductas eran miembros de la Policía Nacional... es del caso concluir que
los autores de los malos tratos y torturas que se produjeron en el lapso
que medió entre la captura y la muerte, fueron agentes del Estado, ya se
trate de los investigados y acusados en los procesos internos, o de otros.
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A, núm. 48, p. 12,  26.

14 Cfr. Caso Loayza Tamayo, supra nota 5, párrafo 57.
15 En informes, anexados al acervo probatorio en este caso, de Casa Alianza y Amnis-

tía Internacional, se mencionan como formas de tortura y malos tratos dirigidos a los “ni-
ños de la calle” en Guatemala, las heridas de bala, las quemaduras con cigarrillos, las pa-
tadas y otros golpes contundentes, el derrame de pegamento en las cabezas, las mordidas
de perros amaestrados y diversas formas de humillación de palabra y de obra.



170. Debe tenerse en cuenta, al respecto, la presunción establecida por
la Corte Europea al considerar responsable al Estado por los malos tratos
que exhibe una persona que ha estado bajo la custodia de agentes estata-
les, si las autoridades son incapaces de demostrar que estos agentes no in-
currieron en tales conductas.16

171. La Comisión señaló, en sus alegatos finales escritos, que las cir-
cunstancias de la muerte de las víctimas, así como la falta de actuación
del Estado, habían provocado en los familiares de las mismas “angustia y
también considerable temor”. La Corte considera que el hecho de que
este punto haya sido planteado tan sólo en los alegatos finales, no impide,
per se, el examen y decisión sobre el mismo.

173. Es evidente, asimismo, que las autoridades nacionales no toma-
ron providencias para establecer la identidad de las víctimas, las cuales
permanecieron registradas como XX hasta que sus familiares se aperso-
naron a reconocerlos, a pesar de que tres de los jóvenes (Henry Giovanni
Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez y Jovito Josué Juárez
Cifuentes) tenían antecedentes penales consignados en los “archivos de-
lincuenciales”. La negligencia por parte del Estado así puesta de mani-
fiesto, debe sumarse al hecho de que las autoridades no hicieron esfuer-
zos adecuados para localizar a los parientes inmediatos de las víctimas,
notificarles la muerte de éstas, entregarles los cadáveres y proporcionarles
información sobre el desarrollo de las investigaciones. El conjunto de
esas omisiones postergó y, en algunos casos, negó a los familiares la
oportunidad de dar a los jóvenes una sepultura acorde con sus tradiciones,
valores o creencias y, por lo tanto, intensificó sus sufrimientos. A ello se
agrega el sentimiento de inseguridad e impotencia que le causó a esos pa-
rientes la abstención de las autoridades públicas en investigar a cabalidad
los correspondientes delitos y castigar a sus responsables. 

174. La Corte debe destacar entre las conductas de los agentes estata-
les que intervinieron en los hechos del caso y que produjeron un impacto
sobre sus familiares, la correspondiente al tratamiento que se dio a los
cuerpos de los jóvenes cuyos cadáveres aparecieron en los Bosques de
San Nicolás, Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa
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Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes.
Estas personas no sólo fueron víctimas de la violencia extrema correspon-
diente a su eliminación física, sino que, además, sus cuerpos fueron aban-
donados en un paraje deshabitado, quedaron expuestos a las inclemencias
del tiempo y a la acción de los animales y hubieran podido permanecer
así durante varios días, si no hubieran sido encontrados fortuitamente. En
el presente caso, es evidente que el tratamiento que se dio a los restos de
las víctimas, que eran sagrados para sus deudos y, en particular, para sus
madres, constituyó para éstas un trato cruel e inhumano.

175. En un caso reciente, ha sostenido la Corte que

la incineración de los restos mortales del señor Nicholas Blake, para destruir
todo rastro que pudiera revelar su paradero, atenta contra los valores cultura-
les, prevalecientes en la sociedad guatemalteca, transmitidos de generación a
generación, en cuanto al respeto debido a los muertos. Esta acción intensificó
el sufrimiento de los familiares del señor Nicholas Blake.17

176. La Corte Europea ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la
condición de víctima de tratamientos inhumanos y degradantes de una
madre como resultado de la detención y desaparición de su hijo a manos
de las autoridades. Para determinar si se había violado o no el artículo 3 de
la Convención Europea, correspondiente al artículo 5 de la Convención
Americana, la Corte Europea ha valorado las circunstancias del caso, la
gravedad del maltrato y el hecho de no contar con información oficial
para esclarecer el mismo. En virtud de esas consideraciones y de que se
trataba de la madre de la víctima de una violación de derechos humanos,
la Corte Europea concluyó que también ella había sido víctima y que el
Estado era responsable de la violación del artículo 3o. mencionado.18
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17 Caso Blake, supra nota 6, párrafo 115.
18 Eur. Court H.R., Kurt vs. Turkey, supra nota 9, pp. 1187,  130-134. Véase en el

mismo sentido, Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Quinteros vs.
Uruguay, 21 de julio de 1983 (19o. período de sesiones) Comunicación núm. 107/1981,
párrafo 14. En este caso, el Comité afirmó que “comprend[ía] el profundo pesar y la an-
gustia que padec[ió] la autora de la comunicación como consecuencia de la desaparición
de su hija y la continua incertidumbre sobre su suerte y su paradero. La autora tiene dere-
cho a saber lo que ha sucedido a su hija. En ese sentido es también una víctima de las vio-
laciones del Pacto [Internacional de Derechos Civiles y Políticos], en particular del artícu-
lo 7 [correspondiente al artículo 5 de la Convención Americana], soportadas por su hija”.



177. En virtud de todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado
violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, en conexión con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de
Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Jovito
Josué Juárez Cifuentes y Julio Roberto Caal Sandoval, y violó el artículo
5.2 de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de la misma, en
perjuicio de las ascendientes de los mismos, Ana María Contreras, Matil-
de Reyna Morales García, Rosa Carlota Sandoval, Margarita Sandoval
Urbina, Marta Isabel Túnchez Palencia y Noemí Cifuentes.

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura,
competencia de la Corte Interamericana

247. En primer lugar, la Corte considera oportuno referirse a su propia
competencia para interpretar y aplicar la Convención contra la Tortura y
declarar la responsabilidad de un Estado que haya dado su consentimien-
to para obligarse por esta Convención y haya aceptado, además, la com-
petencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Como toda-
vía existían algunos países miembros de la Organización de los Estados
Americanos que no eran partes en la Convención Americana y no habían
aceptado la competencia de la Corte, los redactores de la Convención
contra la Tortura decidieron no incluir en ésta un artículo que hiciera re-
ferencia expresa y exclusiva a la Corte Interamericana para no vincularlos
indirectamente a la primera de dichas Convenciones y al órgano jurisdic-
cional mencionado.19

248. Con una cláusula general se abrió la posibilidad de que ratifiquen
o se adhieran a la Convención contra la Tortura el mayor número de Esta-
dos. Lo que se consideró importante fue atribuir la competencia para apli-
car la Convención contra la Tortura a un órgano internacional, ya se trate
de una comisión, un comité o un tribunal existente o de uno que se cree
en el futuro. En el presente caso, sometido a la Corte por la Comisión In-
teramericana, corresponde a este Tribunal ejercer dicha competencia.
Guatemala aceptó la competencia de esta Corte el 9 de marzo de 1987 y
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ratificó la Convención contra la Tortura el 29 de enero de 1987, Conven-
ción que entró en vigor el 28 de febrero de 1987.

249. A mayor abundamiento, esta Corte ya ha tenido oportunidad de
aplicar la Convención contra la Tortura y de declarar la responsabilidad
de un Estado en virtud de su violación.20

250. Según se desprende de los documentos, los testimonios y los in-
formes periciales que existen en el expediente, las autoridades adminis-
trativas y judiciales guatemaltecas no adoptaron decisión formal alguna
para iniciar una investigación penal en torno a la presunta comisión del
delito de tortura y tampoco lo investigaron, en la práctica, a pesar de que,
al indagar por los homicidios, se recogieron varias y concurrentes eviden-
cias sobre tratamientos crueles y torturas a las víctimas.

251. El artículo 8o. de la Convención contra la Tortura consagra en
forma expresa la obligación del Estado de proceder de oficio y en forma
inmediata en casos como el presente, y la Corte ha sostenido que “en los
procesos sobre violaciones de los derechos humanos, la defensa del Estado
no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de allegar prue-
bas que, en muchos casos, no pueden obtenerse sin la cooperación del Esta-
do”.21 El Estado, sin embargo, no actuó con arreglo a esas previsiones.

252. Por lo tanto, la Corte concluye que el Estado violó los artículos
1o., 6o. y 8o. de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar
la Tortura en perjuicio de Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente
Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez
Cifuentes.

Derechos del niño (artículo 19): definición de “niño”, práctica sistemática
de agresiones contra “niños de la calle”, efectos: doble violación,
el corpus juris internacional de protección de derechos del niño,
la “medidas de protección”

188. El artículo 19 de la Convención Americana no define qué se en-
tiende como “niño”. Por su parte, la Convención sobre Derechos del Niño
considera como tal (artículo 1o.) a todo ser humano que no haya cumpli-
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do los 18 años, “salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya
alcanzado antes la mayoría de edad”. De conformidad con la legislación
guatemalteca vigente para la época en que ocurrieron los hechos del pre-
sente caso, igualmente eran menores, quienes no habían cumplido los 18
años de edad. Según esos criterios sólo tres de las víctimas, Julio Roberto
Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes y Anstraum Villagrán Mo-
rales, tenían la condición de niños. Sin embargo, la Corte emplea, en esta
sentencia, la expresión coloquial “niños de la calle”, para referirse a las
cinco víctimas en el presente caso, que vivían en las calles, en situación
de riesgo.

189. La Corte también ha reconocido como hecho público y notorio,
en esta misma sentencia, que para la época de los sucesos que constituyen
la materia de este caso, existía en Guatemala una práctica sistemática de
agresiones en contra de los “niños de la calle”, ejercida por miembros
de las fuerzas de seguridad del Estado, que comprendía amenazas, perse-
cuciones, torturas, desapariciones forzadas y homicidios ... 

190. La Corte, al considerar los diversos informes sobre la problemáti-
ca de los “niños de la calle” en Guatemala, y las características y circuns-
tancias del presente caso, estima que los hechos que culminaron con la
muerte de los menores Caal Sandoval, Juárez Cifuentes y Villagrán Mo-
rales se vinculan con el patrón de violencia contra “niños de la calle” en
Guatemala, vigente en el período en que ocurrieron esos hechos. 

191. A la luz del artículo 19 de la Convención Americana la Corte
debe constatar la especial gravedad que reviste el que pueda atribuirse a
un Estado parte en dicha Convención el cargo de haber aplicado o tolera-
do en su territorio una práctica sistemática de violencia contra niños en
situación de riesgo. Cuando los Estados violan, en esos términos, los de-
rechos de los niños en situación de riesgo, como los “niños de la calle”,
los hacen víctimas de una doble agresión. En primer lugar, los Estados no
evitan que sean lanzados a la miseria, privándolos así de unas mínimas
condiciones de vida digna e impidiéndoles el “pleno y armonioso desa-
rrollo de su personalidad”22 a pesar de que todo niño tiene derecho a alen-
tar un proyecto de vida que debe ser cuidado y fomentado por los poderes
públicos para que se desarrolle en su beneficio y en el de la sociedad a la
que pertenece. En segundo lugar, atentan contra su integridad física, psí-
quica y moral, y hasta contra su propia vida.
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192. Esta Corte ha dicho que “al dar interpretación a un tratado no sólo se
toman en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con
éste (inciso segundo del artículo 31 de la Convención de Viena), sino tam-
bién el sistema dentro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31)”.23

De conformidad con esta postura, la Corte también ha afirmado que

a manera de interpretación autorizada, los Estados miembros han entendido
que la Declaración Americana contiene y define aquellos derechos humanos
esenciales a los que la Carta de la Organización se refiere, de manera que no
se puede interpretar y aplicar [esta última] en materia de derechos humanos, sin
integrar las normas pertinentes en ella con las correspondientes disposiciones
de la Declaración.24

193. El Tribunal ha señalado anteriormente que esta orientación tiene
particular importancia para el derecho internacional de los derechos hu-
manos, el que ha avanzado sustancialmente mediante la interpretación
evolutiva de los instrumentos internacionales de protección. Sobre el par-
ticular, esta Corte ha entendido que

 [t]al interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales de inter-
pretación de los tratados consagradas en la Convención de Viena de 1969.
Tanto esta Corte... como la Corte Europea..., han señalado que los tratados de
derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que
acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales.25

194. Tanto la Convención Americana como la Convención sobre los
Derechos del Niño forman parte de un muy comprensivo corpus juris in-
ternacional de protección de los niños que debe servir a esta Corte para fi-
jar el contenido y los alcances de la disposición general definida en el ar-
tículo 19 de la Convención Americana.

195. La Convención sobre los Derechos del Niño contiene diversas
disposiciones que guardan relación con la situación de los “niños de la
calle” que se examina en este caso y pueden arrojar luz, en conexión con
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el artículo 19 de la Convención Americana, sobre la conducta que el Esta-
do debió haber observado ante la misma...

196. [Vari]as normas transcritas [de la Convención de Derechos del
Niño] permiten precisar, en variadas direcciones, los alcances de las “me-
didas de protección” a que alude el artículo 19 de la Convención Ameri-
cana. Entre ellas merecen ser destacadas las referentes a la no discrimina-
ción, a la asistencia especial a los niños privados de su medio familiar, a
la garantía de la supervivencia y el desarrollo del niño, al derecho a un ni-
vel de vida adecuado y a la reinserción social de todo niño víctima de
abandono o explotación. Es claro para esta Corte que los actos perpetra-
dos contra las víctimas en el presente caso, en los que se vieron involu-
crados agentes del Estado, contravienen estas previsiones.

197. Existen en el expediente referencias documentales al hecho de
que uno de los tres niños de los que trata el presente caso, Jovito Josué
Juárez Cifuentes, estaba registrado en “archivos delincuenciales” del Ga-
binete de Identificación de la Policía Nacional. Al respecto, la Corte con-
sidera pertinente destacar que, si los Estados tienen elementos para creer
que los “niños de la calle” están afectados por factores que pueden indu-
cirlos a cometer actos ilícitos, o disponen de elementos para concluir que
los han cometido, en casos concretos, deben extremar las medidas de pre-
vención del delito26 y de la reincidencia. Cuando el aparato estatal tenga
que intervenir ante infracciones cometidas por menores de edad, debe ha-
cer los mayores esfuerzos para garantizar la rehabilitación de los mismos,
en orden a “permitirles que desempeñen un papel constructivo y producti-
vo en la sociedad”.27 Es evidente que, en el presente caso, el Estado actuó
en grave contravención de esas directrices.

198. Por todo lo anterior, la Corte concluye que el Estado violó el ar-
tículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en co-
nexión con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los menores Julio
Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes y Anstraum Aman
Villagrán Morales.
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Protección judicial y garantías judiciales (artículos 25 y 8o.): responsabilidad
internacional del Estado por acción u omisión de cualesquiera poderes
u órganos, responsabilidad de los órganos judiciales, examen
de los procesos internos, el deber del Estado de investigar
y sancionar (artículo 1.1), derecho a petición (artículo 8o.)

220. Es un principio básico del derecho de la responsabilidad interna-
cional del Estado, recogido por el derecho internacional de los derechos
humanos, que todo Estado es internacionalmente responsable por todo y
cualquier acto u omisión de cualesquiera de sus poderes u órganos en vio-
lación de los derechos internacionalmente consagrados. El artículo 1.1 de
la Convención Americana es de importancia fundamental en ese sentido.

Los artículos 25 y 8o. de la Convención concretan, con referencia a las
actuaciones y omisiones de los órganos judiciales internos, los alcances
del mencionado principio de generación de responsabilidad por los actos
de todos los órganos del Estado. 

221. De lo expuesto se colige que Guatemala no puede excusarse de la
responsabilidad relacionada con los actos u omisiones de sus autoridades
judiciales, ya que tal actitud resultaría contraria a lo dispuesto por el ar-
tículo 1.1 en conexión con los artículos 25 y 8o. de la Convención.

222. El esclarecimiento de si el Estado ha violado o no sus obligacio-
nes internacionales por virtud de las actuaciones de sus órganos judicia-
les, puede conducir a que el Tribunal deba ocuparse de examinar los res-
pectivos procesos internos. Al respecto, la Corte Europea ha señalado que
se deben considerar los procedimientos como un todo, incluyendo las de-
cisiones de los tribunales de apelación, y que la función del tribunal inter-
nacional es determinar si la integralidad de los procedimientos, así como
la forma en que fue producida la prueba, fueron justos.28

223. Como lo ha señalado en otras ocasiones,29 la Corte tiene atribu-
ciones, no para investigar y sancionar la conducta individual de los agentes
del Estado que hubiesen participado en esas violaciones, sino para esta-
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29 Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros, supra nota 3, párrafo 90; Caso Paniagua
Morales y otros, supra nota 2, párrafo 71; Caso Suárez Rosero, supra nota 12, párrafo 37
y Caso Velásquez Rodríguez, supra nota 1, párrafo 134.



blecer la responsabilidad internacional de los Estados con motivo de la
violación de derechos humanos. A esta Corte le compete determinar las vio-
laciones de los derechos consagrados en la Convención en perjuicio de
Henry Giovanni Contreras, Julio Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué
Juárez Cifuentes, Federico Clemente Figueroa Túnchez y Anstraum
Aman Villagrán Morales, o sus familiares.

224. Para tales efectos, dadas las especificidades del caso y la naturale-
za de las infracciones alegadas por la Comisión, la Corte debe efectuar un
examen del conjunto de las actuaciones judiciales internas para obtener
una percepción integral de tales actuaciones, y establecer si resulta o no
evidente que dichas actuaciones contravienen los estándares sobre deber
de investigar y derecho a ser oído y a un recurso efectivo que emergen de
los artículos 1.1, 8 y 25 de la Convención.

225. Precisado, así, el alcance de su competencia, debe la Corte señalar
que, del artículo 1.1, se desprende claramente la obligación estatal de in-
vestigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos en la
Convención como medio para garantizar tales derechos, obligación que,
en las circunstancias del presente caso, se encuentra relacionada con los
derechos a ser oído por los tribunales y a un recurso rápido y efectivo,
que consagran los artículos 8 y 25 de la Convención.

226. Esta Corte ha señalado con claridad que la obligación de investi-
gar debe cumplirse

con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser
infructuosa. Debe tener un sentido y ser asumida por el Estado como un deber
jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que
dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la apor-
tación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque
efectivamente la verdad.30

227. Por otra parte, del artículo 8o. de la Convención se desprende que
las víctimas de las violaciones de los derechos humanos, o sus familiares,
deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los res-
pectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y
del castigo de los responsables, como en busca de una debida reparación.
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228. Al confrontar los hechos de este caso con lo expuesto anterior-
mente, se puede constatar que Guatemala ha realizado diversas actuaciones
judiciales sobre aquéllos. Sin embargo, es evidente que los responsables
de tales hechos se encuentran en la impunidad, porque no han sido identi-
ficados ni sancionados mediante actos judiciales que hayan sido ejecuta-
dos. Esta sola consideración basta para concluir que el Estado ha violado
el artículo 1.1 de la Convención, pues no ha castigado a los autores de los
correspondientes delitos. Al respecto, no viene al caso discutir si las per-
sonas acusadas en los procesos internos debieron o no ser absueltas. Lo
importante es que, con independencia de si fueron o no ellas las responsa-
bles de los ilícitos, el Estado ha debido identificar y castigar a quienes en
realidad lo fueron, y no lo hizo.

229. En el expediente existen abundantes constancias que demuestran
que las autoridades judiciales que condujeron las actuaciones originadas
en el secuestro, tortura y homicidio de Henry Giovanni Contreras, Julio
Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes, Federico Clemen-
te Figueroa Túnchez y en el homicidio de Anstraum Aman Villagrán Mo-
rales, faltaron al deber de adelantar una investigación y un proceso judi-
cial adecuados que llevaran al castigo de los responsables, y afectaron el
derecho de los familiares de las víctimas31 a ser oídos y a tramitar sus
acusaciones ante un tribunal independiente e imparcial.

230. Al respecto, observa la Corte que los procesos judiciales internos
revelan dos tipos de deficiencias graves: en primer lugar, se omitió por
completo la investigación de los delitos de secuestro y tortura... En se-
gundo lugar, se dejaron de ordenar, practicar o valorar pruebas que hubie-
ran sido de mucha importancia para el debido esclarecimiento de los ho-
micidios...

231. En relación con el esclarecimiento de los homicidios es pertinente
destacar, por ejemplo, que las autopsias quedaron incompletas y fueron
practicadas de manera muy poco técnicas; no se registraron ni conserva-
ron las huellas digitales de los cadáveres, ni éstos fueron retratados de
cuerpo entero; no se decretó el reconocimiento personal por testigos de uno
de los acusados de los homicidios; no se llamó a declarar a presuntos tes-
tigos presenciales de los hechos, mencionados por otros testigos; no se
decretó un peritaje dental para determinar si uno de los acusados tenía
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una seña particular que fue descrita por varios testigos; no se realizó la re-
construcción de los hechos en relación con el homicidio de Anstraum
Aman Villagrán Morales; no se practicó allanamiento a las residencias de
los sindicados; no se investigó si habían sido adulterados los registros so-
bre entradas y salidas de los presuntos homicidas al servicio y los regis-
tros de entrada y salida de sus armas de dotación de las armerías; no se
indagó por el vehículo en que se movilizaron los secuestradores de los
cuatro jóvenes cuyos cuerpos aparecieron sin vida en los Bosques de San
Nicolás, a pesar de que una testigo proporcionó el número de su placa; las
amenazas que sufrieron algunos testigos y que obviamente entorpecían
las investigaciones, no fueron objeto de pesquisa alguna.

232. En lo referente a la apreciación de las pruebas, se observa que los
tribunales internos desestimaron por irrelevantes o tacharon absoluta o
parcialmente ciertos testimonios importantes, aplicando criterios que me-
recen reparos. Así, por ejemplo, las madres de tres de las víctimas fueron
descalificadas como declarantes por su vínculo familiar con éstas. La tes-
tigo que declaró haber sido sometida a un secuestro y a malos tratos simi-
lares a los que padecieron cuatro de los jóvenes de que trata este caso, fue
desechada por haber sido víctima de los propios hechos que describía.
Varios testimonios fueron declarados “irrelevantes” sin ninguna explica-
ción, a pesar de que proporcionaban elementos reveladores sobre la forma
como ocurrieron los hechos y contribuían a la identificación de los res-
ponsables de los mismos. El informe resultante de la investigación poli-
cial ordenada por los propios jueces, para dar soporte a los procesos judi-
ciales, fue descartado por no ser “prueba suficiente”. También fueron
desestimadas las declaraciones testimoniales de los autores de dichos in-
formes, porque ni “directa ni indirectamente señalan como [responsables]
a los inculpados” —vale aclarar que tanto las conclusiones de esos infor-
mes como las declaraciones de los investigadores policiales que los ela-
boraron, ante las autoridades judiciales internas y ante esta Corte, fueron
contundentes en afirmar que los autores de los homicidios habían sido los
dos agentes de la policía identificados por los testigos—. La declaración
de otro testigo fue dejada de lado porque se trataba de una persona que
trabajaba por el bienestar de los “niños de la calle”, lo cual revelaría un
supuesto interés directo en la causa. Las imprecisiones en que incurrieron
ciertos testigos —cuyas declaraciones fueron tomadas muchos meses des-
pués de ocurridos los hechos— sobre las circunstancias de tiempo en que
sucedieron estos últimos, fueron utilizadas como fundamento para una
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desestimación total de dichas declaraciones, a pesar de que éstas propor-
cionaban, de manera consistente y coincidente, información relevante so-
bre otros aspectos de los acontecimientos objeto de investigación. Frente
a la prueba balística, de acuerdo con la cual el proyectil que fue encontra-
do junto al cadáver de Anstraum Aman Villagrán Morales había sido dis-
parado por el arma de dotación de uno de los policías acusados, los jueces
nacionales razonaron diciendo que eso no constituía evidencia de que el
arma hubiera sido accionada por el imputado. Puestos frente a dos oficios
policiales divergentes sobre si ese mismo sindicado estaba o no de servi-
cio cuando fue cometido el homicidio del joven Villagrán Morales, los
mencionados jueces se atuvieron, sin más fórmulas, al que resultaba favo-
rable a los intereses de la defensa de los policías imputados, sin indagar
por las explicaciones de la contradicción.

233. Visto en su conjunto el proceder de aquellos jueces, se hace evi-
dente que fragmentaron el acervo probatorio y luego pretendieron ener-
var, caso por caso, los alcances de todos y cada uno de los elementos pro-
batorios de la responsabilidad de los imputados. Esto contraviene los
principios de valoración de la prueba, de acuerdo con los cuales las evi-
dencias deben ser apreciadas en su integralidad, es decir, teniendo en
cuenta sus relaciones mutuas, y la forma como se prestan soporte unas a
otras o dejan de hacerlo. De esa manera el Estado dejó de cumplir con la
obligación de investigar efectiva y adecuadamente los hechos de que se
trata, en violación del artículo 1.1 de la Convención Americana, en cone-
xión con el artículo 8 de la misma.

Recurso rápido y sencillo (artículo 25)

234. En cuanto a la violación del artículo 1.1, en concordancia con el
artículo 25 de la Convención Americana, este Tribunal ha señalado en di-
versas ocasiones que toda persona tiene el derecho a un recurso sencillo y
rápido o a cualquier recurso efectivo ante los jueces o tribunales compe-
tentes que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales,
“lo cual constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención
Americana, sino del propio Estado de derecho en una sociedad democrá-
tica en el sentido de la Convención”.32
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235. También ha afirmado que

la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos re-
conocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el
Estado parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe
subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por
la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se re-
quiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una vio-
lación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla.33

236. En el caso concreto, la Corte consideró probado que Henry Gio-
vanni Contreras, Julio Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez Ci-
fuentes y Federico Clemente Figueroa Túnchez fueron secuestrados por
agentes del Estado el día 15 de junio de 1990 (supra, párrafo 80). Ellos
permanecieron detenidos clandestinamente por varias horas, hasta que
fueron muertos, en el transcurso del día siguiente. Con base en lo ante-
rior, la Corte concluye que a estas víctimas se les impidió ejercer, por sí
mismas o a través de sus representantes, su derecho a un recurso efectivo
ante la instancia nacional competente, consagrado en el artículo 25 de la
Convención, debido a que estuvieron detenidos bajo circunstancias de ile-
galidad y clandestinidad.

237. Este Tribunal ha establecido que “[e]l artículo 25 se encuentra ín-
timamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la Conven-
ción Americana, al atribuir funciones de protección al derecho interno de
los Estados parte”,34 de lo cual se desprende que el Estado tiene la res-
ponsabilidad de diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz,
pero también la de asegurar la debida aplicación de dicho recurso por par-
te de sus autoridades judiciales.
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del 6 de octubre de 1987. Serie A, núm. 9, párrafo 24.

34 Caso Cesti Hurtado, supra nota 32, párrafo 121; Caso Castillo Petruzzi y otros, su-
pra nota 3, párrafo 184; Caso Paniagua Morales y otros, supra nota 2, párrafo 164; Caso
Blake, supra nota 6, párrafo 102; Caso Suárez Rosero, supra nota 12, párrafo 65 y Caso Cas-
tillo Páez, supra nota 5, párrafo 83.



Puntos resolutivos

253. Por tanto, LA CORTE

Decide 
por unanimidad, 
1. declarar que el Estado violó el artículo 7 de la Convención America-

na sobre Derechos Humanos, en conexión con el artículo 1.1 de la misma,
en perjuicio de Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa
Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes; 

2. declarar que el Estado violó el artículo 4 de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos, en conexión con el artículo 1.1 de la misma,
en perjuicio de Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa
Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes y
Anstraum Aman Villagrán Morales; 

3. declarar que el Estado violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, en conexión con el artículo 1.1 de
la misma, en perjuicio de Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente
Figueroa Túnchez, Jovito Josué Juárez Cifuentes y Julio Roberto Caal
Sandoval; 

4. declarar que el Estado violó el artículo 5.2 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, en conexión con el artículo 1.1 de la mis-
ma, en perjuicio de las ascendientes de Henry Giovanni Contreras, Fede-
rico Clemente Figueroa Túnchez, Jovito Josué Juárez Cifuentes y Julio
Roberto Caal Sandoval, las señoras Ana María Contreras, Matilde Reyna
Morales García, Rosa Carlota Sandoval, Margarita Sandoval Urbina,
Marta Isabel Túnchez Palencia y Noemí Cifuentes; 

5. declarar que el Estado violó el artículo 19 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, en conexión con el artículo 1.1 de la mis-
ma, en perjuicio de Julio Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez Ci-
fuentes y Anstraum Aman Villagrán Morales; 

6. declarar que el Estado violó los artículos 8.1 y 25 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, en conexión con el artículo 1.1 de
la misma, en perjuicio de Henry Giovanni Contreras, Julio Roberto Caal
Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes, Federico Clemente Figueroa
Túnchez y Anstraum Aman Villagrán Morales y de sus familiares inme-
diatos; 

7. declarar que el Estado violó los artículos 1o., 6o. y 8o. de la Con-
vención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio de
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Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Julio
Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes; 

8. declarar que el Estado violó el artículo 1.1 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos en lo relativo al deber de investigar, que el
Estado debe realizar una investigación real y efectiva para determinar las
personas responsables de las violaciones de los derechos humanos a que
se ha hecho referencia en esta sentencia y, eventualmente sancionarlas; y

 9. abrir la etapa de reparaciones y costas, y comisionar al presidente
para que adopte las medidas procedimentales correspondientes. 

C) ETAPA DE REPARACIONES

CIDH, Caso de los “Niños de la calle” (Caso Villagrán Morales y
otros vs. Guatemala), Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana so-
bre Derechos Humanos), Sentencia de 26 de mayo de 2001.

Votos Razonados de los Jueces A. A. Cançado Trindade y Carlos Vi-
cente de Roux Rengifo.

Composición de la Corte:* Antônio A. Cançado Trindade, Presidente;
Hernán Salgado Pesantes, Juez; Oliver Jackman, Juez; Alirio Abreu Bu-
relli, Juez; Sergio García Ramírez, Juez; Carlos Vicente de Roux Rengi-
fo, Juez; presentes, además: Manuel E. Ventura Robles, Secretario y Ren-
zo Pomi, Secretario adjunto.

Asuntos en discusión: Competencia; prueba: criterios generales de
valoración conforme a la “sana crítica”, ofrecimiento durante la etapa
de reparaciones; obligación de reparar, alcances de la reparación; bene-
ficiarios de la reparación, derecho a la indemnización por daños; con-
cepto amplio del término “familiares de la víctima”; daño material: a
falta de información sobre los ingresos de la víctima debe tomarse como
base el salario mínimo; daño moral: diferentes formas de compensación,
la sentencia como forma de satisfacción per se pero no suficiente por las
graves circunstancias del caso, indemnización con base en la equidad;
otras formas de reparación, deber de adecuar la normativa interna, de-
 

    *    El Juez Máximo Pacheco Gómez informó a la Corte que, por motivos de fuerza
mayor, no podía estar presente en el LI Período Ordinario de Sesiones del Tribunal, por lo
que no participó en la deliberación y firma de la presente sentencia.

526 CASO VILLAGRÁN MORALES. GUATEMALA



ber de garantía y efectividad de los derechos y obligación de investigar
los hechos; la determinación de costas y gastos comprende las erogacio-
nes en el plano nacional e internacional.

*

Competencia

[D]e acuerdo con los artículos 29, 55 y 56 del Reglamento de la Corte,
en relación con el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos y en cumplimiento de la sentencia de 19 de noviembre de
1999, dicta la presente sentencia sobre reparaciones.

1. La Corte es competente, en los términos de los artículos 62 y 63.1
de la Convención, para decidir sobre reparaciones y gastos en el presente
caso, en razón de que el 25 de mayo de 1978 la República de Guatemala
ratificó la Convención Americana y el 9 de marzo de 1987 aceptó la com-
petencia contenciosa de la Corte.

Prueba: criterios generales de valoración conforme a la “sana crítica”,
ofrecimiento durante la etapa de reparaciones

36. Antes del examen de las pruebas recibidas, la Corte precisará los
criterios generales sobre valoración de la prueba y realizará algunas con-
sideraciones aplicables al caso específico, la mayoría de las cuales han
sido desarrolladas anteriormente por la jurisprudencia de este Tribunal.

37. El artículo 43 del Reglamento establece que:

Las pruebas promovidas por las partes sólo serán admitidas si son señaladas
en la demanda y en su contestación y en su caso, en el escrito de excepciones
preliminares y en su contestación. Excepcionalmente la Corte podrá admitir
una prueba si alguna de las partes alegare fuerza mayor, un impedimento gra-
ve o hechos supervinientes en momento distinto a los antes señalados, siempre
que se garantice a la parte contraria el derecho de defensa.

38. El artículo 44 del Reglamento señala que en cualquier estado de la
causa la Corte podrá:
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1. Procurar de oficio toda prueba que considere útil. En particular, podrá oír
en calidad de testigo, perito o por otro título, a cualquier persona cuyo testi-
monio, declaración u opinión estime pertinente.

2. Requerir de las partes el suministro de alguna prueba que esté a su alcan-
ce o de cualquier explicación o declaración que, a su juicio, pueda ser útil.

3. Solicitar a cualquier entidad, oficina, órgano o autoridad de su elección,
que obtenga información, que exprese una opinión o que haga un informe o
dictamen sobre un punto determinado. Mientras la Corte no lo autorice, los
documentos respectivos no serán publicados.

39. Según la práctica reiterada del Tribunal, durante la etapa de repara-
ciones, las partes deben señalar qué pruebas ofrecen en la primera oportu-
nidad que se les concede para pronunciarse por escrito. Además, el ejer-
cicio de las potestades discrecionales de la Corte, contempladas en el
artículo 44 de su Reglamento, le permite a ésta solicitar a las partes ele-
mentos probatorios adicionales, en carácter de prueba para mejor resolver,
sin que esta posibilidad otorgue a aquéllas una nueva oportunidad para
ampliar o complementar sus alegatos u ofrecer nueva prueba sobre repa-
raciones, salvo que la Corte así lo permitiera.35

40. La Corte ha señalado anteriormente, que los procedimientos que se
siguen ante ella no están sujetos a las mismas formalidades que los proce-
dimientos internos, y que la incorporación de determinados elementos al
acervo probatorio debe ser efectuado prestando particular atención a las
circunstancias del caso concreto y teniendo presentes los límites dados
por el respeto a la seguridad jurídica y al equilibrio procesal de las par-
tes.36 La jurisprudencia internacional ha sostenido la potestad de los tribu-
nales para evaluar las pruebas dentro de los límites de la sana crítica y, ha
evitado siempre suministrar una rígida determinación de la cantidad de
prueba necesaria para fundar un fallo.37
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41. Esta práctica es extensiva a los escritos en que se formulan las pre-
tensiones sobre reparaciones de los representantes de las víctimas o, en su
caso, de sus familiares y de la Comisión Interamericana y al escrito de
respuesta del Estado, que son los principales documentos de la presente
etapa y revisten, en términos generales, las mismas formalidades que la
demanda respecto al ofrecimiento de prueba.

42. Con base en lo dicho, la Corte procederá a examinar y valorar el
conjunto de los elementos que conforman el acervo probatorio del caso, se-
gún la regla de la sana crítica,38 dentro del marco legal del caso en estudio.

47. En el presente caso, el Tribunal admite el valor probatorio de aque-
llos documentos oportunamente presentados por las partes que no fueron
controvertidos ni objetados, ni cuya autenticidad fue puesta en duda.39

53. Además, es conveniente señalar que el acervo probatorio de un
caso es único e inescindible y se integra con la prueba presentada durante
todas las etapas del procedimiento...40

54. La Corte recibió, en la audiencia pública de 12 marzo de 2001, las
declaraciones de los testigos ofrecidos por los representantes de los fami-
liares de las víctimas y la Comisión Interamericana...

56. La Corte recibió, en la audiencia pública celebrada el 12 marzo de
2001, los informes de los peritos ofrecidos por los representantes de los
familiares de las víctimas y la Comisión Interamericana...

Obligación de reparar, alcances de la reparación

57. En el punto resolutivo noveno de la sentencia de fondo de 19 de
noviembre de 1999, la Corte decidió abrir la etapa de reparaciones y cos-
tas, y comisionar al Presidente para que adoptara las medidas procedi-
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and against Nicaragua (Nicaragua vs. United States of America), Merits, Judgment, I.C.J.
Reports 1986, p. 14, para. 60.

38 Cfr. Caso Ivcher Bronstein, supra nota 36, párrafo 69; Caso “La Última Tentación
de Cristo” (Olmedo Bustos y otros), supra nota 36, párrafo 54; y Caso Baena Ricardo y
otros, supra nota 36, párrafos 70 y 72.

39 Cfr. Caso Ivcher Bronstein, supra nota 36, párrafo 73; Caso “La Última Tentación
de Cristo” (Olmedo Bustos y otros), supra nota 36, párrafo 55; y Caso Baena Ricardo y
otros, supra nota 36, párrafo 74.

40 Cfr. Caso Blake. Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos). Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C, núm. 48, párrafo 28.



mentales correspondientes. Estas materias serán decididas por la Corte en
la presente sentencia.

58. En materia de reparaciones, es aplicable el artículo 63.1 de la Con-
vención Americana in fine, que prescribe:

Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su
derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente,
que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado
la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la par-
te lesionada (subrayado no es del original).

59. Este Tribunal ha reiterado en su jurisprudencia constante que es un
principio de derecho internacional que toda violación de una obligación
internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo
adecuadamente.41

60. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obliga-
ción internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución
(restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situa-
ción anterior. De no ser esto posible, como en el presente caso, cabe al
tribunal internacional determinar una serie de medidas para, además de
garantizar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las in-
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41 Cfr. Caso Ivcher Bronstein, supra nota 36, párrafo 177; Caso Baena Ricardo y
otros, supra nota 36, párrafo 201; Caso Tribunal Constitucional. Sentencia de 31 de enero
de 2001. Serie C, núm. 71, párrafo 118; Caso Blake. Reparaciones, supra nota 40, párrafo
33; Caso Suárez Rosero. Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos). Sentencia de 20 de enero de 1999. Serie C, núm. 44, párrafo 40; Caso
Castillo Páez. Reparaciones, supra nota 35, párrafo 50; Caso Loayza Tamayo. Repara-
ciones, (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27
de noviembre de 1998. Serie C, núm. 42, párrafo 84; Caso Caballero Delgado y Santana.
Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos   Humanos). Senten-
cia de 19 de septiembre de 1996. Serie C, núm. 31, párrafo 15; Caso Neira Alegría y
otros. Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos).
Sentencia de 19 de setiembre de 1996. Serie C, núm. 29,  párrafo 36; Caso El Amparo.
Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Senten-
cia de 14 de septiembre de 1996. Serie C, núm. 28, párrafo 14; Caso Aloeboetoe y otros. Re-
paraciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia
de 10 de septiembre de 1993. Serie C, núm. 15, párrafo 43. En igual sentido, ver Repara-
tion for Injuries Suffered in the Service of the United Nations, Advisory Opinion, I.C.J. Re-
ports 1949, p. 184; Factory at Chorzów, Merits, Judgment núm. 13, 1928, P.C.I.J., Series A,
núm. 17, p. 29; y Factory at Chorzów, Jurisdiction, Judgment núm. 8, 1927, P.C.I.J., Series
A, núm. 9, p. 21.



fracciones produjeron, así como establecer el pago de una indemnización
como compensación por los daños ocasionados.42

61. La obligación de reparar que se regula, en todos los aspectos (al-
cance, naturaleza, modalidades y determinación de los beneficiarios) por
el derecho internacional, no puede ser modificada o incumplida por el Es-
tado obligado, invocando para ello disposiciones de su derecho inter-
núm.43

62. Tal como ha indicado la Corte, el artículo 63.1 de la Convención
Americana refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de los
principios fundamentales del derecho internacional contemporáneo sobre
la responsabilidad de los Estados.44 Al producirse un hecho ilícito impu-
table a un Estado surge de inmediato la responsabilidad internacional de
éste por la violación de una norma internacional, con el consecuente de-
ber de reparación y de hacer cesar las consecuencias de la violación.

63. Las reparaciones, como el término lo indica, consiste en las medi-
das que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometi-
das. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los pla-
nos tanto material como moral. Las reparaciones no pueden implicar ni
enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus sucesores.45

64. Las reparaciones que se establezcan en esta sentencia, deben guar-
dar relación con las violaciones declaradas en la sentencia de fondo dicta-
da por la Corte el 19 de noviembre de 1999.
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42 Cfr. Caso Ivcher Bronstein, supra nota 36, párrafo 178; Caso Baena Ricardo y
otros, supra nota 36, párrafo 202; y Caso Tribunal Constitucional, supra nota 41, párrafo
119.

43 Cfr. Caso Blake. Reparaciones, supra nota 40, párrafo 32; Caso Suárez Rosero.
Reparaciones, supra nota 41, párrafo 42; y Caso Castillo Páez. Reparaciones, supra nota
35, párrafo 49.

44 Cfr. Caso Blake. Reparaciones, supra nota 40, párrafo 33; Caso Suárez Rosero.
Reparaciones, supra nota 41, párrafo 40; Caso Castillo Páez. Reparaciones, supra nota
35, párrafo 50. Ver también, Reparation for Injuries Suffered in the Service of the United
Nations, Advisory Opinion, I.C.J. Reports 1949, p. 184; Factory at Chorzów, Merits,
Judgment núm. 13, 1928, P.C.I.J., Series A, núm. 17, p. 29; y Factory at Chorzów, Juris-
diction, Judgment núm. 8, 1927, P.C.I.J., Series A, núm. 9, p. 21.

45 Cfr. Caso Blake. Reparaciones, supra nota 40, párrafo 34; Caso Castillo Páez. Re-
paraciones, supra nota 35, párrafo 53; y Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones (artícu-
lo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de
1998. Serie C, núm. 39, párrafo 43.



Beneficiarios de la reparación, derecho a la indemnización por daños

65. La Corte pasa ahora a determinar cuales personas deben conside-
rarse como “parte lesionada” en los términos del artículo 63.1 de la Con-
vención Americana. En vista de que las violaciones a la Convención esta-
blecidas por la Corte en su sentencia de 19 de noviembre de 1999 fueron
cometidas en perjuicio de Anstraun Aman Villagrán Morales, Henry Gio-
vanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto
Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes, y también de Ana María
Contreras, Matilde Reyna Morales García, Rosa Carlota Sandoval, Mar-
garita Urbina, Marta Isabel Túnchez Palencia y Noemí Cifuentes, todos
ellos deben considerarse comprendidos dentro de dicha categoría y ser
acreedores de las reparaciones que fije la Corte. En el caso de las vícti-
mas fallecidas, habrá además que determinar si las reparaciones estableci-
das en su favor pueden ser objeto de transmisión por sucesión a sus fami-
liares, y a cuáles de ellos.

66. No existe controversia respecto a la calidad de beneficiarias de las
señoras Ana María Contreras, madre de Henry Giovanni Contreras; Ma-
tilde Reyna Morales García, madre de Anstraun Aman Villagrán Mora-
les; Rosa Carlota Sandoval y Margarita Urbina, madre y abuela respecti-
vamente de Julio Roberto Caal Sandoval; Marta Isabel Túnchez Palencia,
madre de Federico Clemente Figueroa Túnchez; y Noemí Cifuentes, ma-
dre de Jovito Josué Juárez Cifuentes. La Corte estima que el reconocerles
tal calidad es acorde con la jurisprudencia del Tribunal, pues por un lado
deben ser tenidas como beneficiarias de reparación en su condición de de-
rechohabientes de sus parientes fallecidos y, por otro, en su condición de
víctimas de la violación de los artículos 5.2, 8.1 y 25 de la Convención,
según lo declaró la sentencia de fondo. Debe prestarse atención, asimis-
mo, al hecho de que el Tribunal presume que la muerte de una persona
acarrea a sus padres un daño moral.

67. La Corte ha indicado, y lo reitera nuevamente, que el derecho a la
indemnización por los daños sufridos por las víctimas hasta el momento
de su muerte se transmite por sucesión a sus herederos. Según ha afirma-
do este Tribunal 

[e]s una regla común en la mayoría de las legislaciones que los sucesores de
una persona son sus hijos. Se acepta también generalmente que el cónyuge
participa de los bienes adquiridos durante el matrimonio y algunas legislacio-
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nes le otorgan además un derecho sucesorio junto con los hijos. Si no existen
hijos ni cónyuge, el derecho privado común reconoce como herederos a los
ascendientes. Estas reglas generalmente admitidas en el concierto de las na-
ciones deben ser aplicadas, a criterio de la Corte, en el presente litigio a fin de
determinar los sucesores de las víctimas en lo relativo a la indemnización.46

Concepto amplio del término “familiares de la víctima”

68. Por otro lado, los daños provocados a otros familiares de la víctima
o a terceros, por la muerte de ésta, pueden ser reclamados fundándose en
un derecho propio.47 Sin embargo, este Tribunal ha señalado que para que
el daño y el consecuente derecho a reparación se configuren, se deben dar
determinadas circunstancias, entre las que se cuenta, la existencia de rela-
ciones de apoyo económico efectivas y regulares entre la víctima y el re-
clamante y la posibilidad de presumir válidamente que ese apoyo hubiera
continuado dándose si la víctima no hubiese muerto.48 Respecto de estos
reclamantes el onus probandi corresponde a los mismos, sean o no fami-
liares de la víctima, entendiéndose el término “familiares de la víctima”
como un concepto amplio que abarca a todas aquellas personas vincula-
das por un parentesco cercano, es decir, a los hijos, padres y hermanos,
los cuales podrían ser tenidos como familiares y tener derecho a recibir
una indemnización, en la medida en que cumplan los requisitos fijados
por la jurisprudencia de este Tribunal.49 Debe tenerse en cuenta, también,
que según la jurisprudencia más reciente de la Corte, se puede presumir que
la muerte de una persona ocasiona a sus hermanos un daño moral.50 Para
efectos del caso subjudice, la reparación a los familiares será analizada en
la sección correspondiente, bajo las circunstancias de cada una de las víc-
timas y del acervo probatorio que las partes hayan aportado a este Tribunal.
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46 Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 62. En igual senti-
do, cfr. Caso Neira Alegría y otros. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 60; y Caso El
Amparo. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 40.

47 Cfr. Caso Castillo Páez. Reparaciones, supra nota 35, párrafo 59; Caso Garrido y
Baigorria. Reparaciones, supra nota 45, párrafo 50; y Caso Aloeboetoe y otros. Repara-
ciones, supra nota 41, párrafo 54.

48 Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones, supra nota 41, párrs. 67 y 68.
49 Cfr. Caso Loayza Tamayo. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 92; Caso Garrido

y Baigorria. Reparaciones, supra nota 45, párrafo 52; y Caso Aloeboetoe y otros. Repara-
ciones, supra nota 41, párrafo 71.

50 Cfr. Caso Paniagua Morales y otros. Reparaciones (artículo 63.1 de la Convención
Americana de Derechos Humanos). Serie C, núm. 76, párrafo 110.



Daño material: a falta de información sobre los ingresos
de la víctima debe tomarse como base el salario mínimo 

78. La Corte, teniendo presente la información recibida en el transcur-
so del presente proceso, los hechos considerados probados y su jurispru-
dencia constante, declara que la indemnización por daño material en este
caso debe comprender los rubros que van a indicarse en este apartado.

79. En cuanto a la pérdida de ingresos, los representantes de los fami-
liares de las víctimas y la Comisión coincidieron en que el Tribunal debía
tomar en cuenta para su cálculo el salario mínimo para actividades no
agrícolas vigente en Guatemala. El Estado, por su parte, se opuso a la uti-
lización de dicha base alegando que las víctimas no tenían una relación
laboral permanente y continua. Esta Corte considera que, a falta de infor-
mación precisa sobre los ingresos reales de las víctimas, tal como lo ha
hecho en otras oportunidades,51 debe tomar como base el salario mínimo
para actividades no agrícolas en Guatemala.

80. En lo referente a los gastos, la Corte estima necesario ordenar, en
equidad,... compensaciones [por concepto de búsqueda de las víctimas en
distintas dependencias, de tratamiento médico y medicinas, y de servicios
funerarios, según el caso]... 

81. La Corte observa que el salario mínimo para actividades no agríco-
las era Q348.00 (trescientos cuarenta y ocho quetzales) para la fecha de la
muerte de las víctimas en el presente caso, que equivale, al tipo de cam-
bio de junio de 1990, a US$ 80.93 (ochenta dólares de los Estados Unidos
de América con noventa y tres centavos) como salario mensual corres-
pondiente a cada una de ellas. Además el cálculo de los ingresos dejados
de percibir se efectuará sobre la base de 12 salarios al año, más las bonifi-
caciones anuales correspondientes, de acuerdo con la normas guatemalte-
cas. Así se obtendrán los ingresos de los que la víctima pudo haber dis-
frutado presumiblemente durante su vida probable, período que media
entre la edad que tenía al momento de los hechos y el término de su ex-
pectativa de vida en 1990, año de los hechos.52  Esta cantidad deberá res-
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51 Cfr. Caso Neira Alegría y otros. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 49; Caso El
Amparo. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 28; y Caso Aloeboetoe y otros. Reparacio-
nes, supra nota 41, párrafos 88 y  89.

52 para efecto del cáculo de la expectativa de vida, la Corte tomó en cuenta el docu-
mento denominado “Guatemala: Tablas Abreviadas de Mortalidad (Período 1990-1995)”,
asimismo, se consideraron datos tales como la edad, sexo y zona geográfica de residencia.



tarse el 25% por concepto de gastos personales. El monto así resultante
debe traerse a valor presente a la fecha de la sentencia.53

Daño moral: diferentes formas de compensación, la sentencia como forma
de satisfacción per se pero no suficiente por las graves circunstancias
del caso, indemnización con base en la equidad

84. La Corte pasa a considerar aquellos efectos nocivos de los hechos
del caso que no tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser
tasados, por ende, en términos monetarios. El mencionado daño moral
puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las
víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy
significativos para las personas y otras perturbaciones que no son suscep-
tibles de medición pecuniaria. Es una característica común a las distintas
expresiones del daño moral el que, no siendo posible asignárseles un pre-
ciso equivalente monetario, solo puedan, para los fines de la reparación
integral a las víctimas, ser objeto de compensación, y ello de dos mane-
ras. En primer lugar, mediante el pago de una suma de dinero o la entrega
de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine en
aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. Y
en segundo lugar, mediante la realización de actos u obras de alcance o
repercusión públicos, que tengan efectos como la recuperación de la me-
moria de las víctimas, el restablecimiento de su dignidad, la consolación
de sus deudos o la transmisión de un mensaje de reprobación oficial a las
violaciones de los derechos humanos de que se trata y de compromiso
con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir. 

88. Esta Corte, al igual que otros Tribunales Internacionales, ha señala-
do reiteradamente que la sentencia de condena puede constituir per se una
forma de compensación del daño moral.54 Sin embargo, por las graves
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53 La Corte emplea a tal fin una tasa del 6% de interés anual.
54 Cfr. Caso Ivcher Bronstein, supra nota 36, párrafo 183; Caso “La Ultima Tenta-

ción de Cristo” (Olmedo Bustos y otros), supra nota 36, párrafo 99; Caso Baena Ricardo
y otros, supra nota 36, párrafo 206; Caso del Tribunal Constitucional, supra nota 41, pá-
rrafo 122; Caso Blake. Reparaciones, supra nota 40, párrafo 55. Este mismo criterio ha
sido establecido por la Corte Europea, véase, inter alia, Eur Court H.R., Ruiz Torrija vs.
Spain judgment of 9 December 1994, Series A, núm. 303-A, para. 33; Eur Court H.R.,
Boner vs. the United Kingdom judgment of 28 October 1994, Series A, núm. 300-B, para.
46; Eur Court H.R., Kroon and Others v. the Netherlands judgment of 27 October 1994, Series
A, núm. 297-C, para. 45; Eur Court H.R., Darby judgment of 23 October 1990, Series A, núm. 187



circunstancias del presente caso, la intensidad de los sufrimientos que los
respectivos hechos causaron a las víctimas directas y a sus familiares, y a
las demás consecuencias de orden no material o no pecuniario que le aca-
rrearon a estos últimos, la Corte estima que debe ordenar el pago de una
compensación por concepto de daños morales, conforme a la equidad.55

89. Los familiares de las víctimas y la Comisión han hecho referencia
a diversas clases de daños morales: los sufrimientos físicos y psíquicos
padecidos por las víctimas directas y sus familiares; la pérdida de la vida,
considerada ésta como un valor en sí mismo, o como un valor autónomo;
la destrucción del proyecto de vida de los jóvenes asesinados y de sus
allegados, y los daños padecidos por tres de las víctimas directas en razón
de su condición de menores de edad, al haber sido privadas de las medi-
das especiales de protección que debió procurarles el Estado.

90. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño al que se viene
haciendo referencia aducidas por los representantes de las víctimas y la
Comisión, en cuanto sea pertinente y responda a las particularidades de
cada caso individual, la Corte fija en equidad el valor de las compensa-
ciones por concepto de daño moral, que deben efectuarse a favor de cada
una de las víctimas directas y de sus familiares inmediatos... La Corte
precisa que, al efectuar esa estimación del daño moral, ha tenido también
presentes las condiciones generales adversas de abandono padecidas por
los cinco jóvenes en las calles, quienes quedaron en situación de alto ries-
go y sin amparo alguno en cuanto a su futuro.56
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para. 40; Eur Court H.R., Koendjbiharie, judgment of 25 October 1990, Series A, núm.
185-B, para. 34; Eur Court H.R., Wassink judgment of 27 september 1990, Series A,
núm. 185-A, para. 41; y Eur Court H.R., McCallum judgment of 30 August 1990, Series
A, núm. 183, para. 37.

55 Cfr. Caso Ivcher Bronstein, supra nota 36, párrafo 183; Caso Baena Ricardo y
otros, supra nota 36, párrafo 206; y Caso del Tribunal Constitucional, supra nota 41, pá-
rrafo 122.

56 Cfr. Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la Calle”). Sentencia
de 19 de noviembre de 1999. Serie C, núm. 63,  párrafos 188 a 191.



Otras formas de reparación, deber de adecuar la normativa interna,
deber de garantía y efectividad de los derechos y obligación
de investigar los hechos

98. Si bien el Tribunal en su sentencia de fondo no decidió que Guate-
mala había violado el artículo 2o. de la Convención, norma que dispone
que el Estado está en la obligación de adoptar “las medidas legislativas o
de otro carácter que fueran necesarias para hacer efectivos” los derechos
en ella reconocidos, es cierto también que ésta es una obligación que el
Estado debe cumplir por el mero hecho de haber ratificado dicho instru-
mento legal.57 Así, esta Corte considera que Guatemala debe implementar
en su derecho interno, de acuerdo al citado artículo 2o. de la Convención,
las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole que
sean necesarias con el objeto de adecuar la normativa guatemalteca al ar-
tículo 19 de la Convención, para prevenir que se den en el futuro hechos
como los examinados. Pese a lo dicho, la Corte no está en posición de
afirmar cuáles deben ser dichas medidas y si, en particular deben consis-
tir, como lo solicitan los representantes de los familiares de las víctimas y
la Comisión, en derogar el Código de la Niñez de 1979 o en poner en vi-
gencia el Código de la Niñez y la Juventud aprobado por el Congreso de
la República de Guatemala en 1996 y el Plan de Acción a Favor de Ni-
ños, Niñas y Jóvenes de la Calle de 1997. 

99. De conformidad con el resolutivo octavo de la sentencia de fondo
dictada el 19 de noviembre de 1999, Guatemala debe realizar una investi-
gación efectiva para individualizar a las personas responsables de las vio-
laciones de los derechos humanos declaradas en dicho fallo y, en su caso,
sancionarlas. La Corte ha afirmado que la obligación de garantía y efecti-
vidad de los derechos y libertades previstos en la Convención es autónoma
y diferente de la de reparar. Mientras el Estado está obligado a investigar
los hechos y sancionar a los responsables, la víctima o, en su defecto, los
familiares de ésta, pueden renunciar a las medidas de reparación por el
daño causado.58 En definitiva, el Estado que deja impune las violaciones
de derechos humanos estaría incumpliendo, adicionalmente, su deber ge-
neral de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos de las perso-
nas sujetas a su jurisdicción.59
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57 Cfr. Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones, supra nota 45, párrafo 68.
58  Ibidem, párrafo 72.
59 Cfr. Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C,



100. Este Tribunal se ha referido en reiteradas ocasiones al derecho
que asiste a los familiares de las víctimas de conocer lo que sucedió60 y
quiénes fueron los agentes del Estado responsables de dichos hechos.
“[L]a investigación de los hechos y la sanción de las personas responsa-
bles, ... es una obligación que corresponde al Estado siempre que haya
ocurrido una violación de los derechos humanos y esa obligación debe ser
cumplida seriamente y no como una mera formalidad”.61 Además, este
Tribunal ha indicado que el Estado “tiene la obligación de combatir [la
impunidad] por todos los medios legales disponibles ya que [ésta] propi-
cia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total
indefensión de las víctimas y de sus familiares”.62

101. Por consiguiente, la Corte reitera que Guatemala tiene la obliga-
ción de investigar los hechos que generaron las violaciones de la Conven-
ción Americana en el presente caso, identificar a sus responsables y san-
cionarlos.

102. En relación con la solicitud relativa a la exhumación del cadáver
de Henry Giovanni Contreras, esta Corte considera que Guatemala debe
adoptar las medidas necesarias para trasladar los restos mortales de dicha
víctima al lugar de elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos,
para satisfacer de esta manera los deseos de la familia de darle una ade-
cuada sepultura, según sus costumbres y creencias religiosas.

103. En cuanto a la solicitud de nombrar un centro educativo con los
nombres de las víctimas, la Corte ordena al Estado designar un centro
educativo con un nombre alusivo con los jóvenes víctimas de este caso, y
colocar en dicho centro una placa con el nombre de Henry Giovanni Con-
treras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal Sando-
val, Jovito Josué Juárez Cifuentes y Anstraun Aman Villagrán Morales.
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núm. 70, párrafo 129; Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones, supra nota 45, párrafo
73; y Caso Paniagua Morales y otros. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C, núm.
37, párrafo 178 y punto resolutivo sexto.

60 Cfr. Caso Aloeboetoe y otros. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 109; Caso Go-
dínez Cruz. supra nota 37, párrafo 191; y Caso Velásquez Rodríguez, supra nota 37, pá-
rrafo 181.

61 Caso El Amparo. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 61. Véase también, Caso
Blake. Reparaciones, supra nota 40, párrafo 65; y Caso Suárez Rosero. Reparaciones, su-
pra nota 41, párrafos 79 y 80.

62 Caso Paniagua Morales y otros, supra nota 59, párrafo 173. En igual sentido, cfr.
Caso Ivcher Bronstein, supra nota 36, párrafo 186; y Caso Tribunal Constitucional, supra
nota 41, párrafo 123.



Ello contribuiría a despertar la conciencia para evitar la repetición de he-
chos lesivos como los ocurridos en el presente caso y conservar viva la
memoria de las víctimas.63

La determinación de costas y gastos comprende las erogaciones
en el plano nacional e internacional

107. Las costas y gastos deben entenderse comprendidos dentro del
concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención
Americana, puesto que la actividad desplegada por la o las víctimas, sus
derechohabientes o sus representantes para acceder a la justicia interna-
cional implica erogaciones y compromisos de carácter económico que de-
ben ser compensados al dictar sentencia condenatoria. Es por ello que
este Tribunal considera que las costas a que se refiere el artículo 55.1 del
Reglamento comprenden también los diversos gastos necesarios y razo-
nables que la o las víctimas hacen para acceder al sistema interamericano
de protección de los derechos humanos, figurando entre los gastos, los
honorarios de quienes brindan asistencia jurídica. En razón de lo anterior,
corresponde a la Corte apreciar prudentemente el alcance de las costas y
gastos, atendiendo a las circunstancias del caso concreto, a la naturaleza
de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos y
a las características del respectivo procedimiento, que posee rasgos pro-
pios y diferentes de los que pudieran revestir otros procesos de carácter
nacional o internacional.64

108. Ya este Tribunal ha señalado anteriormente que en el concepto de
costas quedan comprendidas tanto las que corresponden a la etapa de ac-
ceso a la justicia a nivel nacional, como las que se refieren a la justicia a
nivel internacional ante dos instancias: la Comisión y la Corte.65

109. A ese efecto, la Corte considera que es equitativo reconocer a los
representantes de los familiares de las víctimas como reintegro de los gastos
y costas generados en la jurisdicción interna y en la jurisdicción intera-
mericana, la suma de US $27.651.91 (veintisiete mil seiscientos cincuen-
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63 Cfr. Caso Benavides Ceballos. Sentencia de 19 de junio de 1998. Serie C núm. 38,
párrs. 48.5 y 55; y Caso Aloboetoe y otros. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 96.

64 Cfr. Caso Loayza Tamayo, Reparaciones, supra nota 41, párrafos 176 y 177; y
Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones, supra nota 45, párrafos 79, 80 y 82.

65 Cfr. Caso Loayza Tamayo. Reparaciones, supra nota 41, párrafo 178; y Caso Ga-
rrido y Baigorria. Reparaciones, supra nota 45, párrafo 81.



ta y un dólares de los Estados Unidos de América con noventa y un cen-
tavos) a Casa Alianza y la suma de US $11.000.00 (once mil dólares de
los Estados Unidos de América) a CEJIL.

Modalidad de cumplimiento 

114. Para dar cumplimiento a la presente Sentencia, el Estado deberá
ejecutar el pago de las indemnizaciones compensatorias, el reintegro de
costas y gastos y la adopción de las otras medidas ordenadas dentro del
plazo de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia.

115. El pago de las indemnizaciones establecidas en favor de los fami-
liares de la víctimas mayores de edad, según sea el caso, será hecho direc-
tamente a ellos. Si alguno de ellos hubiere fallecido o fallece, el pago será
hecho a sus herederos. 

116. El reintegro de gastos y costas generados por las gestiones reali-
zadas por los representantes de los familiares de las víctimas en los pro-
cesos internos y en el proceso internacional ante el Sistema Interamerica-
no de Protección de los Derechos Humanos, serán pagadas en favor de
Casa Alianza y de CEJIL como se determinó anteriormente.

117. Si por algún motivo no fuese posible que los beneficiarios de las
indemnizaciones las reciban dentro del plazo indicado de seis meses, el
Estado deberá consignar dichos montos a su favor en una cuenta o certifi-
cado de depósito en una institución bancaria guatemalteca solvente, en
dólares estadounidenses o su equivalente en moneda guatemalteca dentro
de un plazo de seis meses, y en las condiciones financieras más favora-
bles que permitan la legislación y la práctica bancarias. Si al cabo de diez
años la indemnización no es reclamada, la suma será devuelta, con los in-
tereses devengados, al Estado guatemalteco.

118. En lo que respecta a la indemnización en favor del beneficiario
menor de edad, el Estado constituirá una cuenta o certificado de depósito
en una institución bancaria guatemalteca solvente, en dólares estadouni-
denses o su equivalente en moneda guatemalteca, dentro de un plazo de
seis meses y en las condiciones más favorables que permitan la legisla-
ción y la práctica bancarias. Los beneficios derivados de intereses incre-
mentarán el patrimonio, el cual será entregado al menor Osman Ravid
Agreda Contreras, en su totalidad cuando cumpla la mayoría de edad o
cuando contraiga matrimonio. En caso de fallecimiento, el derecho se
transmitirá a los herederos.
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119. El Estado puede cumplir sus obligaciones mediante el pago en
dólares de los Estados Unidos de América o en una cantidad equivalente
en moneda guatemalteca, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de
cambio entre ambas monedas que esté vigente en la plaza de Nueva York,
Estados Unidos de América, el día anterior al pago.

120. Los pagos ordenados en la presente sentencia estarán exentos de
todo impuesto actualmente existente o que pueda decretarse en el futuro.

121. En caso de que el Estado incurra en mora, pagará un interés sobre
la suma adeudada, correspondiente al interés bancario moratorio en Gua-
temala

122. Conforme a la práctica constante de este Tribunal, la Corte se re-
serva la facultad de supervisar el cumplimiento íntegro de la presente
sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el Estado haya dado
cabal cumplimiento a lo dispuesto en aquélla.
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